La Plata, 27 de septiembre de 2021

VISTO, las facultades conferidas por el artículo 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, el artículo 12 de la Ley 13.834 y sus modificatorias, el artículo 22 del Reglamento Interno de la Defensoría del Pueblo, el trámite N° 133785/21, y
CONSIDERANDO

Que por Disposición N° 4/21, se inició trámite de oficio a los fines de proponer la creación de un “Observatorio de Derechos Humanos en Contexto de Encierro”, con el objeto de evaluar y analizar la implementación y efectividad de las políticas públicas provinciales existentes en la materia, pudiendo, asimismo, realizar diagnósticos y propuestas.
Que los objetivos del citado Observatorio consisten en colaborar en la implementación de políticas públicas relacionadas con el efectivo goce de los derechos para personas privadas de la libertad, obteniendo diagnósticos reales y actualizados que permitan proponer herramientas optimizar las políticas públicas existentes, a la vez que realizar un seguimiento de las mismas.

Que el Observatorio tendrá entre sus funciones principales el monitoreo de las políticas públicas provinciales existentes, el relevamiento, sistematización y análisis de los datos estadísticos y la definición de estrategias de incidencia en políticas públicas que tiendan a un abordaje integral en la materia, desde una perspectiva de derechos humanos.

Que el mismo busca visibilizar las diversas problemáticas y desafíos que afectan gravemente los derechos humanos de las personas privadas de su libertad, interpelando las prácticas que se llevan adelante en estos espacios para reconocer allí la responsabilidad del Estado como garante de los derechos humanos, acercando las propuestas necesarias para el efectivo goce de los mismos.  
Que en este sentido, las normas internacionales de derechos humanos obligan a todos los Estados y a sus agentes, quienes deben conocer y a aplicar las normas internacionales en la materia.

Que entre los derechos humanos reconocidos internacionalmente a las personas privadas de la libertad, se pueden mencionar: derecho a la integridad física y moral; derecho a un nivel de vida adecuado; derecho a la educación, derechos en materia de salud; sufragio; al trabajo; contacto con el mundo exterior
; entre otros.
Que entre los instrumentos internacionales aplicables en la materia cabe resaltar la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la Declaración Universal de Derechos Humanos; la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo; la Convención sobre la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; la Convención sobre los Derechos del Niño,  todos ellos se encuentran incorporados a nuestra legislación nacional por el art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional. 

Que además, nuestra Constitución Nacional dispone expresamente en el art. 18 que “las cárceles de la Nación serán sanas y limpias, para seguridad y no para castigo de los reos detenidos en ellas, y toda medida que a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos más allá de lo que aquélla exija, hará responsable al juez que la autorice”.
Que en particular, estos derechos se encuentran enmarcados en la “Ley Nacional 24.660: Ejecución de la Pena Privativa de la Libertad”, por cuanto: “El condenado podrá ejercer todos los derechos no afectados por la condena o por la ley y las reglamentaciones que en su consecuencia se dicten y cumplirá con todos los deberes que su situación le permita y con todas las obligaciones que su condición legalmente le impone.”
Que desde su creación, la Defensoría del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires ha trabajado por la garantía y promoción del efectivo goce de los derechos en todos los niveles y para todos los contextos, concientizando y acompañando al Estado Provincial para el cumplimiento de sus obligaciones derivadas de los instrumentos internacionales de derechos humanos.
Que en particular, ha realizado relevamientos, informes e inspecciones en diversas unidades carcelarias, acerca del efectivo goce de los derechos de las personas privadas de la libertad.
Que en el año 2017 está Defensoría del Pueblo, efectuó un profundo relevamiento de la situación de todos los centros penitenciarios ubicados en la provincia, informe que se puso a disposición de las distintas autoridades, con el objeto de manifestar la preocupación resultante de la grave situación carcelaria que por entonces se evidenciaba. 
Que durante el año 2018, la Defensoría del Pueblo llevó adelante un nuevo examen mediante la visita de todos los centros carcelarios de la Provincia, a fin de verificar las condiciones de encierro de las personas privadas de la libertad, formulando diversas propuestas a las autoridades, tendientes a el efectivo goce de derechos por parte de las mismas.  

Que dicho producto se plasmó en un informe de situación carcelaria y derechos humanos
 en la Provincia de Buenos Aires, que incluye un diagnóstico de situación por Unidades penitenciarias y monitoreo de las mismas.

Que para continuar con la labor que viene realizando este Organismo, y a fin de incorporar nuevas herramientas de trabajo, se considera oportuno crear el “Observatorio de Derechos Humanos en contextos de Encierro” dentro del ámbito de la Secretaria de Gestión, direccionado a monitorear el grado de efectividad de los derechos a la educación, la salud, relevar la capacitación para el trabajo, las situaciones de violencia institucional, el cumplimiento de las políticas de género entre otros.
Que el artículo 55 de la Constitución Provincial, establece que “el Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes...”.

Que de conformidad con el art. 27 de la Ley 13834 y sus modificatorias, corresponde emitir el presente acto administrativo.

Por ello,
EL DEFENSOR DEL PUEBLO
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
RESUELVE
ARTICULO 1: APROBAR la creación de un “Observatorio de Derechos Humanos en contexto de Encierro”, dentro del ámbito de la Secretaria de Gestión, de acuerdo a las consideraciones vertidas en los considerandos de la presente, cuyos resultados serán puestos en consideración de las autoridades respectivas, a efectos de garantizar el efectivo goce de los derechos de las personas privadas de su libertad. 
ARTICULO 2: Registrar y pasar al área pertinente. Cumplido, archivar.
RESOLUCION N°:  6 /21
� https://www.ohchr.org/documents/publications/training11add3sp.pdf.


� https://www.defensorba.org.ar/pdfs/informes-tecnicos-upload-2019/situacion-carcelaria-2018-completo.pdf





